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3 LA CARACTERIZACIÓN DE LOS TRATADOS DE 
DERECHOS HUMANOS

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en adelan-
te CIDH, precisa las características que identifican a los tratados de 
derechos humanos y las diferencias de los tratados que se concretan 
tradicionalmente en mutuo beneficio de los intereses de las partes con-
tratantes:

(…) los tratados modernos sobre derechos humanos, en 
general, y, en particular, la Convención Americana, no 
son tratados multilaterales del tipo tradicional, conclui-
dos en función de un intercambio recíproco de dere-
chos, para el beneficio mutuo de los Estados contratan-
tes.  Su objeto y fin son la protección de los derechos 
fundamentales de los seres humanos, independien-
temente de su nacionalidad, tanto frente a su propio 
Estado como frente a los otros Estados contratantes.  
Al aprobar estos tratados sobre derechos humanos, los 
Estados se someten a un orden legal dentro del cual 
ellos, por el bien común, asumen varias obligaciones, 
no en relación con otros Estados, sino hacia los indivi-
duos bajo su jurisdicción2.

1 Profesor Titular de Derecho Constitucional de la Universidad de Talca, Chile. Director Cen-
tro de Estudios Constitucionales de Chile y Director Doctorado en Derecho, Universidad 
de Talca. Presidente de la Asociación Chilena de Derecho Constitucional. Vicepresidente 
del Instituto Iberoamericano de Derecho procesal Constitucional. Miembro Asociado  de 
la Academia Internacional de Derecho Comparado. Correo electrónico:  nogueira@utalca.
clww

2 Opinión Consultiva OC-2/82 de 24 de septiembre de 1982,  denominada El Efecto de las 
Reservas Sobre la Entrada en Vigencia de la Convención Americana (artículos 74 y 75). En 
el mismo sentido, se expresa la Corte Interamericana en el caso del Tribunal Constitucional 
Vs. Perú, sentencia de 24 septiembre de 1999. (Competencia).  Serie C No. 55, párrafo 42.
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Sobre la materia ya se había manifestado la CIDH en sus primeras 
opiniones consultivas, determinando las especificidades de las conven-
ciones o tratados de derechos humanos, por el carácter de instrumen-
tos de protección de derechos a favor de los individuos3, en las que se 
desprende que los Estados tienen la obligación de respetar los tratados 
internacionales de derechos humanos y proteger a cualquier individuo 
que se encuentre bajo su jurisdicción, aunque ellos no sean cumplidos 
por otros estados, ya que en tales tratados el objeto y fin no es el interés 
recíproco de los Estados sino la protección de la dignidad de la persona 
y los derechos humanos.

3.1 Las obligaciones generales que generan los tratados de derechos 
humanos para los estados partes: la CADH

3.1.1 El deber del Estado Parte respetar y garantizar los derechos 
asegurados convencionalmente

El artículo 1º de la CADH determina para los estados parte la 
obligación jurídica de respetar y garantizar los derechos asegurados por 
ella:  

“1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a res-
petar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre 
y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin 
discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 2. 
Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano”. 

Las obligaciones contenidas en el derecho convencional interna-
cional, con mayor razón aún si se trata de derechos fundamentales, so-
bre todo si el Estado es parte de la Convención de Viena sobre Derecho 
de los Tratados, el  cual es parte, además,  del derecho interno, consti-
tuye para los jueces derecho directamente aplicable y con carácter pre-
ferente frente a las normas jurídicas legales internas, ya que el propio 
ordenamiento jurídico hace suyo los artículos 26 y 31.1, por una parte y 
el 27 de la Convención, por otra; los primeros  determinan la obligación 
de cumplir de buena fe las obligaciones internacionales (Pacta Sunt 

3 Ver, Opinión Consultiva OC-1/82, de 24 de septiembre de 1982, párrafo 24. Opinión Con-
sultiva de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 24 de septiembre de 1982, 
OC-2/82, párrafo 29.
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Servanda y Bonna Fide), el  artículo 27, a su vez, establece el deber de 
no  generar obstáculos de derecho interno al cumplimiento de las obli-
gaciones internacionales.

En esta materia, la CIDH ha sido extremadamente clara al res-
pecto: “125.  En esta misma línea de ideas, esta Corte ha establecido 
que “[s]egún el derecho internacional las obligaciones que éste impone 
deben ser cumplidas de buena fe y no puede invocarse para su incum-
plimiento el derecho interno”4.  Esta regla ha sido codificada en el artí-
culo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 
1969”5.

Asimismo la CIDH en el caso “La última tentación de Cristo” ha 
precisado que: “En el derecho de gentes, una norma consuetudinaria 
prescribe que un Estado que ha ratificado un tratado de derechos huma-
nos debe introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias 
para asegurar el fiel cumplimiento de las obligaciones asumidas.  Esta 
norma es universalmente aceptada, con respaldo jurisprudencial.6”(7). 

A su vez, la CIDH, desde el primer caso conocido jurisdiccio-
nalmente, en la sentencia en el caso Velásquez Rodríguez, en forma 
uniforme y reiterada ha determinado que 

“La segunda obligación de los Estados partes es la de 
‘garantizar’ el libre y pleno ejercicio de los derechos re-
conocidos  en la Convención a toda persona sujeta a 
su jurisdicción. Esta obligación implica el deber de los 
Estados Partes de organizar todo el aparato guberna-
mental y, en general, todas las estructuras a través de 
las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, 
de manera tal que sean capaces de asegurar jurídica-
mente el libre y pleno ejercicio de los derechos huma-
nos. Como consecuencia de esta obligación los Estados 
deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de 
los derechos reconocidos por la Convención y procurar, 

4 Cfr. Responsabilidad Internacional por Expedición y Aplicación de Leyes Violatorias de 
la Convención (Arts. 1 y 2 Convención Americana Sobre Derechos Humanos), Opinión 
Consultiva OC-14/94 del 9 de diciembre de 1994, Serie A No. 14, párr. 35.

5 Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154, párrafo 
125.

6 Cfr. “principe allant de soi”; Echange des populations grecques et turques, avis consultatif, 
1925, C.P.J.I., série B, no. 10, p. 20; y Caso Durand y Ugarte, supra nota 20, párr. 136.

7 Corte IDH. Caso “La Última Tentación de Cristo“ (Olmedo Bustos y otros) Vs. Chile. Fon-
do, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie C No. 73, párrafo 87.
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además, el restablecimiento, si es posible, del derecho 
conculcado y, en su caso, la reparación de los daños pro-
ducidos por la violación de los derechos humanos”8.

Finalmente, la CIDH ha precisado que la obligación de garantizar 
los derechos asegurados en la Convención: “(…) no se agota con la exis-
tencia de un orden normativo dirigido a hacer posible el cumplimiento 
de esta obligación, sino que comporta la necesidad de una conducta 
gubernamental que asegure la existencia, en la realidad, de una eficaz 
garantía del libre y pleno ejercicio de los derechos humanos”9.

3.1.2 El deber del Estado de adecuar su ordenamiento jurídico y 
conducta a las obligaciones convencionales

A su vez, el artículo 2 de la CADH establece el  deber de adoptar 
disposiciones de derecho interno por los estados partes de ella, en sus 
expresiones: “Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados 
en el artículo 1º no estuviere ya garantizado por disposiciones legisla-
tivas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, 
con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones 
de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fue-
ren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades”. 

La CADH establece la obligación general de cada Estado Parte 
de adecuar su derecho interno a las disposiciones de dicha Convención, 
para garantizar los derechos en ella consagrados.  Ello significa que el 
Estado debe  adoptar todas las medidas para que aquello establecido en 
la Convención sea efectivamente cumplido en su ordenamiento jurídi-
co interno, tal como lo determina el artículo 2 de la Convención. Di-
cho deber general del Estado Parte implica que las medidas de derecho 
interno han de ser efectivas (principio del effet utile).  Dichas medidas 
sólo son efectivas cuando el Estado adapta su actuación a la normativa 
de protección de la Convención, como ha precisado la CIDH en su 
jurisprudencia (10).

8 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 
1988. Serie C Nº 4, párrafo 166. La Corte se había pronunciado previamente  respecto de 
excepciones preliminares en Sentencia de 26 de junio de 1987, Serie C Nº 1.

9 Corte IDH. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C Nº 140, párrafo 142.

10 Corte IDH. Caso “La Última Tentación de Cristo“ (Olmedo Bustos y otros) Vs. Chile. Fon-
do, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie C No. 73, párrafo 87.
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Podemos señalar concordando con Cecilia Medina que el artícu-
lo 1º de la CADH  establece obligaciones de exigibilidad inmediata que 
el Estado tiene frente a todas las personas sometidas a su jurisdicción, 
sin discriminación (11)

Por otra parte, es necesario referirse a la obligación general de 
los Estados Partes contenida en el artículo 2º de la CADH, a través de 
la cual “se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas 
legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos 
tales derechos y libertades”. 

La adopción de medidas legislativas que la CADH establece como 
deber del Estado cuando no se encuentran debidamente asegurados y 
garantizados los derechos convencionales, implica el deber estatal de 
adoptar medidas que adecuen el derecho interno, desde el texto consti-
tucional hasta la última disposición administrativa, de manera que el or-
denamiento jurídico del Estado Parte asegure y garantice los atributos 
que integran  los respectivos derechos convencionales y sus garantías, 
en los estándares mínimos determinados por la CADH. Sobre dichos 
estándares el Estado tiene siempre la libertad de asegurar mayores atri-
butos y garantías de los derechos que los establecidos convencional-
mente. Asimismo, en la materia rige como reglas interpretativas básicas 
contenida en la misma Convención, en su artículo 29, los postulados o 
principios de “progresividad” y “favor persona” (12), este último derivado 
del art. 29, literal b) de la CADH, lo que posibilita aplicar los estándares 
de otros tratados en que el Estado forme parte que establecen estánda-
res superiores de atributos y garantías de los derechos que los conteni-
dos en la CADH.

11 Medina Quiroga, Cecilia. (2008), Las obligaciones de los Estados bajo a Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos, en III Curso especializado para funcionarios de Estado so-
bre utilización del Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos. Materiales 
bibliográfi cos Nº 1, San José, p. 246.

12 El principio pro homine o favor persona  la CIDH lo ha aplicado reiteradamente, a manera 
ejemplar se pueden citar en  las Opiniones Consultivas 1/82, párrafo 24; OC-5/85, La Co-
legiación Obligatoria de Periodistas (Arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos), párrafo. 52; la Opinión Consultiva OC-7/86, de 29 agosto de 1986, especialmen-
te Opinión separada Magistrado Rodolfo Piza Escalante;  la Opinión Consultiva  OC 18/03. 
(Condición jurídica y derechos de los migrantes indocumentados), párrafo 156; como en los 
casos contenciosos, entre los cuales puede citarse el Caso Ricardo Canese, párrafos. 180 y 
181; el  Caso de la “Masacre de Mapiripán”, párrafo 106; el caso  “Ivcher Bronstein con 
Perú”, párrafos 42 y 54.
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Al ratificar la CADH  como también otros tratados sobre derechos 
humanos, el Estado, en el ejercicio de su potestad pública (soberanía) 
ha consentido en limitar su propio poder en beneficio de un bien supe-
rior al mismo, que es el respeto de la dignidad inherente a toda persona 
humana que se expresa en el reconocimiento de derechos humanos o 
fundamentales, los cuales se constituyen como un límite al ejercicio del 
poder estatal. En tal sentido, ello implica reconocer que el poder del 
Estado, la soberanía estatal, se encuentra limitada en su ejercicio  por el 
respeto y garantía efectiva de tales derechos, reconociendo los estados 
partes de la CADH, jurisdicción a la CIDH para que ésta determine 
con carácter vinculante y con la obligación del Estado Parte de acatar 
la sentencia y concretarla como obligación de resultado, aunque ello 
implique la reforma misma de la Constitución, como ocurrió en el caso 
“La última tentación de Cristo”, donde la sentencia de la CIDH ordenó 
que el Estado de Chile debía modificar el artículo 19 Nº 12, inciso final, 
de la Constitución, por ser contrario al artículo 13 de la Convención 
que asegura el derecho a la libertad de expresión e información sin cen-
sura previa. 

El Estado Parte de la CADH debe eliminar de su ordenamiento 
jurídico y está impedido de crear o generar leyes que vulneren los de-
rechos asegurados convencionalmente13, como ocurrió en el caso “Al-
monacid Arellano vs. Chile con el DL 2191 de 1978 de Amnistía; o en 
el caso “La Cantuta vs. Perú”14 con leyes de amnistía15, o mas reciente-
mente, en el caso “Gelman vs. Uruguay”16 sobre la Ley de Caducidad de 
la Pretensión Punitiva del Estado, determinando que estos preceptos 
legales carecen de efectos jurídicos, vale decir, sin inaplicables.

Los estados partes de la CADH deben abstenerse de emitir reso-
luciones judiciales que constituyan actos arbitrarios e írritos que vulne-
ren derechos humanos, los cuales se declaran sin valor y eficacia  jurí-
dica, como ha ocurrido en el caso “Palamara Iribarne vs. Chile”17, como 

13 Responsabilidad Internacional por Expedición y Aplicación de Leyes Violatorias de la Con-
vención (Arts. 1 y 2 Convención Americana Sobre Derechos Humanos), Opinión Consulti-
va OC-14/94 del 9 de diciembre de 1994, Serie A No. 14.

14 Corte IDH. Caso La Cantuta Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de 
noviembre de 2006. Serie C No. 162

15 Como se explicita en el caso, “En consecuencia dichas ‘leyes’ no han podido generar efec-
tos, no los tienen en el presente ni podrán generarlos en el futuro”.

16 Corte IDH. Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero 
de 2011 Serie C No. 221, párrafo 223.

17 Corte IDH. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
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asimismo, en el caso “Almonacid Arellano vs. Chile”18, o el reciente caso 
“Atala y niñas vs. Chile” para sólo señalar tres casos chilenos.

A su vez , la expresión “medidas (…) de otro carácter” que deter-
mina la Convención en su artículo 2º, implica que los órganos jurisdic-
cionales ordinarios o especiales que contempla el ordenamiento esta-
tal, en cuanto órganos del Estado, se encuentran vinculados directa e 
inmediatamente por los derechos asegurados convencionalmente, más 
aun cuando el ordenamiento jurídico estatal al ratificar la Convención, 
la convierte en derecho interno sin que deje de ser simultáneamente 
derecho internacional. Así, la norma convencional en esta doble dimen-
sión, de norma interna e internacional, vincula a los jueces ordinarios, 
constitucionales y otros especiales, a respetar y a garantizar los atribu-
tos y garantías de los derechos asegurados por dicha normativa en el 
estándar mínimo asegurado convencionalmente.

3.2 El control de convencionalidad que deben ejercer  los jueces 
nacionales en cuanto Estado juez.

Lo más novedoso del concepto de control de convencionalidad 
explicitado por la CIDH es que dicho control también corresponde 
ejercerlo a los jueces y tribunales nacionales, los cuales de acuerdo al 
artículo 2º de la CADH deben adoptar a través “de las medidas (…) de 
otro carácter”  que son, entre otras, las resoluciones jurisdiccionales, a 
través de las cuales debe cumplirse con el objeto de respetar y garan-
tizar los derechos e impedir que el Estado incurra en responsabilidad 
internacional por violación de derechos humanos en virtud de sus pro-
pios actos jurisdiccionales.

El juez nacional  es el juez natural de la CADH. Es él el cual, 
en primer lugar, hace la aplicación y arriesga la interpretación. Es en 
reacción, positiva o negativa, a sus tomas de posición preliminares que 
la CIDH construye el derecho interamericano. Se concreta así entre 
las jurisdicciones de los estados y la CIDH un dialogo y cooperación 
leal, donde  la base de las discusiones ulteriores está constituida por las 
decisiones de los jueces nacionales.

El juez nacional en tanto que juez común e intérprete y aplicador 
de corpus iuris interamericano, es llevado a conocer un contencioso 

22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135
18 Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154.
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antes que este llegue a manos de la Corte Interamericana, la que realiza 
sólo control subsidiario, por tanto, respondiendo a los medios invocados 
por las partes deberá considerar en lo pertinente la CADH y el corpus 
iuris interamericano, debiendo realizar una interpretación del mismo, 
considerando la jurisprudencia de la CIDH si existe sobre la materia, la 
que es vinculante para los estados partes, en cuento su interpretación  
es la interpretación fidedigna y final de la CADH (artículos 62 y 64 
CADH). El no hacerlo genera el riesgo de la condena del Estado Parte 
por violación de derechos humanos, siendo el acto responsable de tal 
vulneración el de un tribunal nacional.

El juez nacional debe aplicar el corpus iuris interamericano y la 
jurisprudencia de la CIDH, sino también los métodos de interpretación 
desarrollados por la CIDH; la interpretación evolutiva, la interpretación 
dinámica, el principio favor persona; el principio de progresividad; el 
principio de ponderación; todo lo que constituye una fuente de amplia-
ción de su poder creador de derecho.

El juez nacional puede proponer  interpretaciones de la CADH 
y el corpus iuris interamericano que enriquezcan la visión del mismo, 
ya que dichas cuestiones no han sido abordadas antes por la CIDH 
no existiendo pronunciamientos acerca de ellas. En tal sentido el juez 
nacional puede desarrollar una interpretación innovadora. El puede 
iniciar un diálogo en dirección del juez interamericano, el que luego 
puede ser retomado por este último, como ya señalaba F.  Sudre 19.

El juez nacional debe proceder a esta innovación, estudiando la 
jurisprudencia interamericana para pronosticar cual será la solución 
desarrollada por el juez interamericano en contenciosos inéditos. Si el 
juez nacional actúa de otra manera arriesga la condenación posterior de 
parte del la CIDH.

El juez nacional   puede también proceder a una interpretación 
extensiva que puede llevarlo más allá de la interpretación desarrollada 
por la CIDH. El juez nacional puede asumir una interpretación de la 
Convención que favorece una ampliación del campo de aplicación del 
derecho garantizado y, en consecuencia, sometiendo al respeto de este 
derecho situaciones que no han sido analizadas ni resueltas por la juris-
prudencia de la CIDH. 

19 Sudre, F. (2004) “ a propos du ‘dialogue des juges’ et du control de conventionalité », en 
Études en l’Honneur de Jean Claude Gautrón. Les dynamiques du doit européen en début 
du siècle. Ed. A. Pedone, Paris, p.218.



EL PRINCIPIO O POSTULADO PRO HOMINE O FAVOR PERSONA
COMO ESTÁNDAR EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS – parte II

123REVISTA DO CURSO DE DIREITO | UFMA, São Luís, Ano III, n. 6, jul/dez 2013

Ello se inserta en el principio de subsidiaridad el dejar a las ins-
tancias nacionales la libertad de garantizar una protección de los dere-
chos superior al estándar conferido por la CIDH. Nada impide al juez 
nacional ir más allá de las soluciones de San José, desarrollando una 
tarea más dinámica que la de la CIDH, lo que podría influir en la modi-
ficación de la jurisprudencia interamericana.

Esta tares del juez nacional de anticipación utilizando el corpus 
iuris interamericano, sirve doblemente al justiciable. Por una parte le 
evita un recurso largo y fastidioso ante la jurisdicción interamericana, 
iniciándolo ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
Por otra parte, permite el enriquecimiento mutuo de la jurisprudencia 
interamericana y nacional por una mayor efectividad de los derechos 
convencionales.

Hay así un intercambio bilateral o multilateral mediante el en-
trelazamiento de propósitos en un mismo logos o coloquio, que reposa 
sobre un reforzamiento de cada uno a su convicción de construir solu-
ciones mediante un esfuerzo común.

Las soluciones innovadoras de la judicatura nacional podrán in-
fluir a la CIDH, para lo que deberá esperarse que el juez interamerica-
no conozca un caso similar, por lo que el diálogo mientras ello no ocurra 
será solo potencial, o si la CIDH retoma la jurisprudencia nacional  en 
un caso futuro el diálogo será entonces efectivo.

Los jueces nacionales  no deben tener una actitud pasiva o una 
actitud de autonomía frente a la CIDH, sino una actitud de coopera-
ción y de coordinación voluntaria donde el juez nacional no solamente 
buscará comprender el espíritu de las soluciones jurisprudenciales emi-
tidas por la CIDH,  sino que asume un rol activo de interpretación y 
aplicación de la Convención en derecho interno.

En 2011, en la sentencia del caso Gelman vs. Uruguay, la Corte 
Interamericana reitera una vez más su jurisprudencia, señalando:

193. Cuando un Estado es Parte de un tratado inter-
nacional como la Convención Americana, todos sus 
órganos, incluidos sus jueces, están sometidos a aquél, 
lo cual les obliga a velar por que los efectos de las dispo-
siciones de la Convención no se vean mermados por la 
aplicación de normas contrarias a su objeto y fin, por lo 
que los jueces y órganos vinculados a la administración 
de justicia en todos los niveles están en la obligación 
de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” 
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entre las normas internas y la Convención Americana, 
evidentemente en el marco de sus respectivas compe-
tencias y de las regulaciones procesales correspondien-
tes y en esta tarea, deben tener en cuenta no solamente 
el tratado, sino también la interpretación que del mis-
mo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete últi-
ma de la Convención Americana20.21

En  el Caso Atala Riffo y niñas vs. Chile, de 24 de febrero de 
2012, reitera elementos básicos de dicho control de convencionalidad y 
precisará su carácter de interprete último de la Convención Americana:

282. Los jueces y órganos vinculados a la administración 
de justicia en todos los niveles están en la obligación 
de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” 
entre las normas internas y la Convención Americana, 
en el marco de sus respectivas competencias y de las re-
gulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, 
los jueces y órganos vinculados a la administración de 
justicia deben tener en cuenta no solamente el tratado, 
sino también la interpretación que del mismo ha hecho 
la Corte Interamericana, intérprete última de la Con-
vención Americana.

284. En conclusión, con base en el control de conven-
cionalidad, es necesario que las interpretaciones judi-
ciales y administrativas y las garantías judiciales se apli-
quen adecuándose a los principios establecidos en la 
jurisprudencia de este Tribunal en el presente caso22.

Pueden sintetizarse los elementos que componen el control de 
convencionalidad de acuerdo al diseño establecido por la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos, en los siguientes contenidos:

Todos los órganos del Estado Parte, incluidos los jueces 
de todos los niveles están obligados a velar porque los 

20 Cfr. Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Repa-
raciones y costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154, párr. 124; Caso 
Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia), supra nota 16, párr. 176, y Caso Cabrera 
García y Montiel Flores, supra nota 16, párr. 225. Las negrias son nuestras.

21 Corte IDH. Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero 
de 2011 Serie C No. 221, párrafo 193.  Las negritas son nuestras.

22 CIDH. Caso Atala Riffo y Niñas vs. Chile., de 24 de febrero de 2012. Serie C Nª 239, pár-
rafos 282 y 284.
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efectos de la Convención no se vean mermados por la 
aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, concre-
tando un control de convencionalidad de las normas 
jurídicas internas.

Este control de convencionalidad deben realizarlo los 
jueces nacionales y los demás órganos estatales ex offi-
cio, otorgándole un efecto útil que no sea anulado por 
aplicación de leyes contrarias a objeto y fin.

En dicho control debe tenerse en consideración no sólo 
el tratado sino la interpretación que de este ha realiza-
do la Corte Interamericana como su interprete auten-
tico y final.

El control de convencionalidad se ejerce por cada ór-
gano estatal y por los jueces dentro de sus respectivas 
competencias y las regulaciones procesales vigentes.

En base al control de convencionalidad es necesario 
que las interpretaciones judiciales y administrativas y 
las garantías judiciales se apliquen adecuándose a los 
principios establecidos por la Convención Americana 
de Derechos Humanos.

En el control de convencionalidad no se aplica sólo la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos sino 
el corpus iuris vinculante para el Estado parte, en vir-
tud del artículo 29 de la CADH.

4 EL PRINCIPIO PRO HOMINE O FAVOR PERSONA EN EL 
DERECHO POSITIVO CONVENCIONAL

Los tratados y convenciones internacionales de carácter tradicio-
nal tienen por objeto y fin regular intereses recíprocos entre los Esta-
dos; mientras que los tratados en materia de Derechos Humanos aun-
que  se celebren entre Estados, no emergen de ellos sólo obligaciones 
y derechos entre estos; sino que debido a su especial naturaleza, de 
ellos emergen derechos para los seres humanos y obligaciones para los 
Estados, porque su objetivo y fin, es dar una efectiva protección a las 
personas sujetas a su jurisdicción.

Respecto de la especial naturaleza de los Tratados de Derechos 
Humanos, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha emitido 
su opinión respecto al objeto y fin de estos, en asuntos no contenciosos 
en  la Opinión Consultiva OC-2/82,  la cual establece: 
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“La Corte debe enfatizar, sin embargo, que los tratados 
modernos sobre derechos humanos, en general, y, en 
particular, la Convención Americana, no son tratados 
multilaterales de tipo tradicional, concluidos en función 
de un intercambio recíproco de derechos, para el 
benefi cio mutuo de los Estados contratantes. Su objeto y 
fi n son la protección de los derechos fundamentales de los 
seres humanos, independientemente de su nacionalidad, 
tanto frente a su propio Estado como frente a los otros 
Estados contratantes. Al aprobar estos tratados sobre 
derechos humanos, los Estados se someten a un orden 
legal dentro del cual ellos, por el bien común, asumen 
varias obligaciones, no en relación con otros Estados, 
sino hacia los individuos bajo su jurisdicción”.23

La Corte interamericana de Derechos Humanos también ha des-
tacado la especificidad de los tratados sobre Derechos Humanos en di-
versos casos contenciosos, entre ellos en el Caso Masacre Mapiripán 
v/s Colombia (2005), la sentencia sobre Excepciones preliminares, 
donde señala: 

Dicha Convención (Americana), así como los demás 
tratados de derechos humanos, se inspiran en valores 
comunes superiores (centrados en la protección del ser 
humano), están dotados de mecanismos específicos de 
supervisión, se aplican de conformidad con la noción 
de garantía colectiva, consagran obligaciones de carác-
ter esencialmente objetivo, y tienen una naturaleza es-
pecial, que los diferencian de los demás tratados, los 
cuales reglamentan intereses recíprocos entre los Esta-
dos Partes.24

La interpretación en materia de derecho convencional de dere-
chos humanos asume la interpretación contextual y de acuerdo al obje-
to y fin del tratado, como asimismo, la interpretación dinámica, la cual 
ha sido  destacado por la Corte Interamericana: 

“En otras oportunidades, tanto este Tribunal como la Corte Euro-
pea de Derechos Humanos, han señalado que los tratados de derechos 
Humanos son instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que acom-
pañar la evolución de los tiempos y las condiciones de vida actuales. 
Tal interpretación evolutiva es consecuente con las reglas generales de 
23 Corte IDH. Opinión Consultiva OC-2/82. (1982)
24 Corte IDH. Caso “Masacre de Mapiripán”  Vs. Colombia (2005), párrafo 104.
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interpretación consagradas en el artículo 29 de la Convención Ame-
ricana, así como las establecidas por la Convención de Viena sobre el 
Derechos de los Tratados”.25

Esta técnica exige interpretar las normas sobre derechos huma-
nos de modo que estas se adapten a las nuevas realidades y puedan ser 
efectivas en el momento que se les interpreta.

En este velar por el respeto de los estándares mínimos determi-
nados convencionalmente respecto de los atributos y garantías de los 
derechos, los jueces deben aplicar siempre el principio de progresividad 
y  favor persona26 que se encuentran en las normas de interpretación 
de derechos contenidas en el artículo 29 literal b) de la CADH , pres-
cribe que ninguna disposición de mismo puede ser interpretada en el 
sentido de  “limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad 
que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de 
los estados partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte 
uno de dichos estados”; como asimismo, en el artículo 5º del PIDCP: 
“1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en 
el sentido de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o individuo 
para emprender actividades o realizar actos encaminados a la destruc-
ción de cualquiera de los derechos y libertades reconocidos en el Pacto 
o a su limitación en mayor medida que la prevista en él. 2. No podrá ad-
mitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos 
fundamentales reconocidos o vigentes en un Estado Parte en virtud de 
leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto de que el 
presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado”. 

Si tenemos en consideración las reglas que nos entrega el Dere-
cho Internacional, especialmente, el criterio que nos dice que se debe 
interpretar la norma internacional en consideración del objeto y fin del 
Tratado, teniendo presente que, la  base sobre la cual se construye el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, es la búsqueda de la 

25 Corte IDH. Caso Yakye Axa vs Paraguay. (2005), párrafos 66 y 67. 
26 Ver entre otros, Pinto Mónica, (1997), “El principio Pro Homine”, en AAVV, La aplicación 

de los tratados sobre derechos humanos por los tribunales locales, Buenos Aires, Edito-
rial Del Puerto. Bidart Campos, G., (2001), “Las Fuentes del Derecho Constitucional y el 
Principio Pro Homine”, publicado en Bidart Campos, G. y Gil Domínguez,  A.,  (coords). 
AAVV, El Derecho Constitucional del Siglo XXI: Diagnóstico y Perspectivas. Buenos Ai-
res, Editorial Ediar. Amaya Villareal, Álvaro Francisco. (2005). “El principio pro homine: 
interpretación extensiva vs. El consentimiento del Estado”· en Revista Colombiana de De-
recho Internacional Nº 5, junio,  Bogotá, Pontifi ca Universidad Javeriana. pp. 337-380.
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efectividad en la protección de los Derechos Humanos, puede concluir-
se que la interpretación debe ser siempre a favor del individuo. 

La Corte Constitucional de Colombia lo expresa adecuadamen-
te, cuando precisa:

El principio pro homine es un criterio hermenéutico 
que informa todo el derecho de los derechos humanos, 
en virtud del cual se debe acudir a la norma más am-
plia, o a la interpretación más extensiva, cuando se trata 
de reconocer derechos protegidos, e inversamente, a la 
norma o a la interpretación más restringida cuando se 
trata de establecer restricciones permanentes al ejerci-
cio de los derechos o a su suspensión extraordinaria.27

El principio pro homine o favor  persona (en sentido estricto), 
explicita la protección eficaz de la persona. Este principio se deriva del 
artículo 29 de la CIDH, literal b), como asimismo del propio objetivo y 
fin de dicho tratado.

La Opinión Consultiva Nº5 de la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos, en relación al principio pro homine o favor persona, 
le entrega al intérprete una guía en el sentido de que los derechos deben 
ser interpretados de la manera más amplia posible, para dar efectividad 
a su concreción en el caso, y las restricciones deben ser consideradas de 
la manera más estricta o acotada posible, de manera tal que no fueran 
desproporcionadas en el tiempo, en cuanto al objetivo legítimo para 
hacer convivir dos derechos o intereses que están en contraposición.  

Señala la Corte,  en la Opinión Consultiva N° 5:

52. La anterior conclusión se deduce claramente del ar-
tículo 29 de la Convención, que contiene las normas de 
interpretación, cuyo literal b) indica que: ninguna dis-
posición de la Convención, puede ser interpretada en 
el sentido de: limitar el goce y ejercicio de cualquier de-
recho o libertad que pueda estar reconocido de acuer-
do con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o 
de acuerdo con otra convención en que sea parte uno 
de dichos Estados. En consecuencia, si a una misma si-
tuación son aplicables la Convención Americana y otro 
tratado internacional, debe prevalecer la norma más fa-
vorable a la persona humana. Si la propia Convención 

27 Corte Constitucional, Sentencia T-284/06, párr. 3.2.4.
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establece que sus regulaciones no tienen efecto restric-
tivo sobre otros instrumentos internacionales, menos 
aún podrán traerse restricciones presentes en esos otros 
instrumentos, pero no en la Convención, para limitar el 
ejercicio de los derechos y libertades que ésta reconoce.

4.1 Contenido del principio favor persona o pro homine

El principio favor persona o pro homine es llamado también por 
Bidart Campos28, como principio  de “integralidad maximizadora del 
sistema”.

El principio favor persona o pro homine implica una interpreta-
ción que optimice  los derechos fundamentales, dando preferencia a la 
interpretación que más fuertemente despliegue la eficacia jurídica de 
la norma. El principio favor persona, pro homine o pro cives no exime 
al operador jurídico de realizar una interpretación armonizante en el 
entendido de que todos ellos son derechos da cada persona y de toda 
persona, lo que  exige compatibilizar todos los derechos entre sí y con 
el bien común.

El principio favor persona o pro homine, lleva a aplicar siempre 
la disposición más amplia o favorable a los derechos de las personas, o 
aquella que los restrinja o limite menos,  por lo que siempre debe apli-
carse aquel instrumento, regla o norma jurídica que en mejor forma 
garantice el derecho, no importando si la mayor garantía se encuentra 
en la norma interna del Estado o en la norma de Derecho Internacional 
de los derechos humanos incorporada al Derecho Interno, lo que lleva a 
la optimización los derechos humanos.  En caso de duda, debe optarse 
claramente por la interpretación que mejor proteja, asegure y garantice 
los derechos humanos en su conjunto, en una estructura coherente a la 
luz de los valores que los informan29.

La profesora MÓNICA PINTO, señala que el principio pro ho-
mine “es un criterio hermenéutico que informa todo el derecho de los 
derechos humanos, en virtud del cual se debe acudir a la norma más 
amplia, o a la interpretación más extensiva, cuando se trata de reco-
28 Bidart Campos, Germán, “La Interpretación de los derechos humanos” en Lecturas consti-

tucionales andinas N° 3, Ed. Comisión Andina de Juristas, Lima, Perú, 1994, p. 34.
29 Ver Pinto, Mónica. 1997. El principio pro homine. Criterios de hermenéutica y pautas para 

la regulación de los derechos humanos, en Abregú, Martín y Courtis, Christian (Comps.), 
La aplicación de los tratados sobre derechos humanos por los tribunales locales. Ed. CELS-
-Editores del Puerto, Buenos Aires.
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nocer derechos protegidos e, inversamente, a la norma o a la interpre-
tación más restringida cuando se trata de establecer restricciones per-
manentes al ejercicio de los derechos o su suspensión extraordinaria. 
Este principio coincide con el rasgo fundamental del derecho de los 
derechos humanos, esto es, estar siempre a favor del hombre”30.

La Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 
29 literal b, determina el uso del principio “pro homine” o principio 
“favor persona” al exigirle al operador jurídico la aplicación de la norma 
más favorable al ejercicio de los derechos, reforzado por el artículo 29 
literal d), al establecer que las disposiciones de la Convención no pue-
den ser interpretadas en el sentido de “excluir o limitar el efecto que 
puedan producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del 
Hombre y otros internacionales de la misma naturaleza”. Tal perspecti-
va ha sido utilizada por la Corte Interamericana de derechos Humanos 
en muchas oportunidades, entre ellas, Asimismo, se ha desarrollado el 
principio de “aplicación de la norma más favorable a la tutela de los 
derechos humanos” como derivado del artículo 29 literal b),  en la  Opi-
nión Consultiva OC-5/85, La Colegiación Obligatoria de Periodistas 
(Arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos Humanos),  su-
pra nota 232, párrafo. 52; en el Caso Ricardo Canese, supra nota 152, 
párrafos. 180 y 181; en el  Caso de la “Masacre de Mapiripán”, supra 
nota 233, párrafo 106.

Como señala Néstor Pedro Sagüés,  el principio pro homine o 
favor persona tiene una doble vertiente o dimensiones específicas. En 
primer lugar, se destaca la dimensión del principio como preferencia in-
terpretativa, según la cual, al determinar el contenido de los derechos, 
se deberá utilizar la interpretación más expansiva que los optimice; y 
cuando se trate de entender una limitación a un derecho, se deberá 
optar por la interpretación que más restrinja su alcance. En segundo 
lugar, se resalta la dimensión del principio como preferencia normati-
va, en virtud de la cual “ante un caso a debatir, el juez […] tendrá que 
aplicar la norma más favorable a la persona, con independencia de su 
nivel jerárquico”.31 

30 Pinto, Mónica, “El principio pro homine. Criterios de hermenéutica y pautas para la regula-
ción de los derechos humanos” [on line]. Archivo electrónico en la página del Programa de 
Naciones Unidas para el Desarrollo – Ofi cina en Venezuela. Disponible en la World Wide 
Web: <http://www.pnud.org.ve/archivo/documentos/data/300/332j.htm>

31 Sagüés, Néstor Pedro. 2002. “La interpretación de los derechos humanos en las jurisdiccio-
nes nacional e internacional”, en José Palomino y José Carlos Remotti (coords.), Derechos 
humanos y Constitución en Iberoamérica (Libro-homenaje a Germán J. Bidart Campos), 
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4.1.1 El principio pro homine o favor persona como principio de 
preferencia interpretativa

La Corte Interamericana utiliza el principio pro homine o favor 
persona en su sentido de  preferencia interpretativa, en la Opinión 
Consultiva N°5:

La anterior conclusión se deduce claramente del artí-
culo 29 de la Convención, que contiene las normas de 
interpretación, cuyo literal b) indica que ninguna dispo-
sición de la Convención, puede ser interpretada en el 
sentido de: Limitar el goce y ejercicio de cualquier de-
recho o libertad que pueda estar reconocido de acuer-
do con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o 
de acuerdo con otra convención en que sea parte uno 
de dichos Estados. En consecuencia, si a una misma si-
tuación son aplicables la Convención Americana y otro 
tratado internacional, debe prevalecer la norma más fa-
vorable a la persona humana. Si la propia Convención 
establece que sus regulaciones no tienen efecto restric-
tivo sobre otros instrumentos internacionales, menos 
aún podrán traerse restricciones presentes en esos otros 
instrumentos, pero no en la Convención, para limitar 
el ejercicio de los derechos y libertades que ésta reco-
noce.32

La preferencia interpretativa tiene dos formas de expresión: a) 
La interpretativa extensiva de los derechos, y b) La interpretativa 
restringida de los límites33

A) La interpretación extensiva
La interpretación extensiva tiene tres manifestaciones como ha 

manifestado la doctrina34. 

Lima, Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional.
32 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-5/85 (1985), párrafo 

52.
33 Pinto, Mónica. (1997).  “El principio pro homine. Criterios de hermenéutica y pautas para 

la regulación de los derechos humanos”, en La aplicación de los tratados  de derechos hu-
manos por los tribunales locales. Centro de Estudios Legales y Sociales. Ed. Del Puerto, 
Buenos Aires, p.  163.

34 Nash Rojas, Claudio. (2013). El principio pro persona en la jurisprudencia de la Corte inte-
ramericana de Derechos Humanos, en Nogueira Alcalá, Humberto (Coord.).  Diálogo judi-
cial Multinivel y principios interpretativos favor persona y de proporcionalidad. Ed CECO-
CH y Librotecnia, Santiago, pp.  177 y ss.
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En primer lugar, el principio pro persona debe ser una guía en 
el sentido d e que los derechos deben ser interpretados de la manera 
más amplia posible, para dar efectividad a su concreción en el caso en 
cuestión y dotar a la norma de un efecto útil, para que logre garantizar 
el goce y ejercicio de los derechos de las personas. Un ejemplo de esta 
interpretación extensiva, la encontramos en la sentencia de la Corte 
IDH en que se condena al Estado de Chile por violar el artículo 13 
de la CADH35 “Derecho a la libertad de pensamiento y de expresión” 
en virtud de la censura previa en la película “La última Tentación de 
Cristo”36.

Otro caso de interpretación extensiva que realiza la Corte IDH 
para dar efecto útil a la norma la encontramos en el Caso Penal Miguel 
Castro Castro (2006), donde supera la miopía de un parámetro formal 
del principio de igualdad y no discriminación, presuntamente neutral, 
pero profundamente masculino, para dar pie a otro parámetro, que re-
conoce las diferencias legítimas entre las personas y que demanda ac-
ciones positivas por parte del Estado.37

35 El Artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos respecto de la  Liber-
tad de Pensamiento y de Expresión, determina:

 “1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión.  Este derecho 
comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin 
consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o 
por cualquier otro procedimiento de su elección.

 2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa 
censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fi jadas por 
la ley y ser necesarias para asegurar: a)  el respeto a los derechos o a la reputación de los 
demás, o b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral 
públicas.

 3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como 
el abuso de controles ofi ciales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radio-
eléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera 
otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones.

 4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el exclu-
sivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adoles-
cencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2.

 5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio 
nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acci-
ón ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive 
los de raza, color, religión, idioma u origen nacional”.

36 Corte IDH. Caso La última tentación de Cristo vs Chile. (2001).
37 Nash, Claudio. (2010), p. 235.
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Así la Corte, interpretó el Artículo 5 de la Convención38, a la luz 
del Principio favor persona o pro homine, al momento de determinar 
el contenido y alcance del derecho a la integridad personal de las víc-
timas de la violencia en el penal Miguel Castro Castro, para ampliar el 
derecho y de este modo darle efectividad. Para lo cual estableció que 
tratándose de mujeres embarazadas, situaciones que se presentan neu-
tras, como exigir a un hombre arrastrarse sobre su vientre, no era una 
conducta igualmente exigible a las mujeres, pues para las mujeres em-
barazadas   estas resulta particularmente gravoso.

(La Corte) estima que la violación del derecho a la integridad per-
sonal de las señoras: Eva Challco, Sabina Quispe Rojas y Vicenta Ge-
nua López se vio agravada por el factor de que se encontraban emba-
razadas, de forma tal que los actos de violencia les afectaron en mayor 
medida.39

La segunda manifestación de esta interpretación extensiva son 
aquellos casos en que existe más de una interpretación posible de un 
texto.  En este caso, debe preferirse aquella que de mejor manera res-
pete y garantice el pleno goce y ejercicio de derechos.

Un ejemplo de esta segunda manifestación, tenemos el caso so-
metido a la Corte IDH, “Claude Reyes y otros Vs. Chile”(2006), don-
de se alega la violación al derecho de acceder a información bajo el con-
trol del Estado, y donde la discusión se enfoca en el contenido y alcance 
del derecho a la Libertad de Expresión contenido en el artículo 13 de 
la CADH, ya que por un lado se sostiene una interpretación (la  del Es-
tado de Chile), que no reconocía el derecho a acceder a la información 
como un elemento integrante de este, sino como “un elemento que 
expresa el interés general del principio de publicidad y de probidad”.40

La Corte Interamericana sobre Derechos Humanos, sobre la ma-
teria, resuelve resuelve: 

76. “(…) que, de acuerdo a la protección que otorga la 
Convención Americana, el derecho a la libertad de pen-
samiento y de expresión comprende “no sólo el derecho 
y la libertad de expresar su propio pensamiento, sino 
también el derecho y la libertad de buscar, recibir y di-

38 Artículo 5.  Derecho a la Integridad Personal  1. Toda persona tiene derecho a que se respete 
su integridad física, psíquica y moral. 

39 Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. (2006), párrafo N° 293
40 Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. (2006), párrafo 59.
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fundir informaciones e ideas de toda índole”. Al igual 
que la Convención Americana, otros instrumentos in-
ternacionales de derechos humanos, tales como la De-
claración Universal de Derechos Humanos y el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, estable-
cen un derecho positivo a buscar y a recibir informa-
ción.

La tercera manifestación de la interpretación extensiva serían 
aquellos casos en los cuales la norma es contraria a la CADH y no es po-
sible su interpretación conforme al tratado. En dichos casos de acuerdo 
con el principio pro persona la norma podría ser inaplicada en el asunto 
en concreto. 

Ejemplo de esta manifestación de la aplicación extensiva del prin-
cipio pro persona, es el razonamiento utilizado por la Corte en el caso 
Barrios Altos vs. Perú (2001)41. Donde declara que las leyes de amnistía 
N°26.479 y N°26.492 violaban los artículos 8 (Garantías Judiciales), 25 
(Protección Judicial) y 13 (Libertad de Pensamiento y de Expresión) de 
la Convención Americana. Al respecto señala:

42. “La Corte, conforme a lo alegado por la Comisión y 
no controvertido por el Estado, considera que las leyes 
de amnistía adoptadas por el Perú impidieron que los 
familiares de las víctimas y las víctimas sobrevivientes 
en el presente caso fueran oídas por un juez, conforme 
a lo señalado en el artículo 8.1 de la Convención; viola-
ron el derecho a la protección judicial consagrado  en 
el artículo 25 de la Convención; impidieron la investi-
gación, persecución, captura, enjuiciamiento y sanción 
de los responsables de los hechos ocurridos en Barrios 
Altos, incumpliendo el artículo 1.1 de la Convención, y 
obstruyeron el esclarecimiento de los hechos del caso.  
Finalmente, la adopción de las leyes de auto-amnistía 
incompatibles con la Convención incumplió la obliga-
ción de adecuar el derecho interno consagrada en el 
artículo 2 de la misma”. 

43. (…) Este tipo de leyes impide la identificación de 
los individuos responsables de violaciones a derechos 
humanos, ya que se obstaculiza la investigación y el 
acceso a la justicia e impide a las víctimas y a sus fami-
liares conocer la verdad y recibir la reparación corres-
pondiente”.

41 Corte IDH. Caso Barrios Altos Vs. Perú. (2001).
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La Corte Interamericana determina que: “las leyes de amnistía 
Nº 26479 y Nº 26492 son incompatibles con la Convención America-
na sobre Derechos Humanos y, en consecuencia, carecen de efectos 
jurídicos”42. 

El principio favor persona consagra que es válida y necesaria la 
regla que determina el preferir, seleccionar, favorecer y tutelar la apli-
cación de aquella norma jurídica que mejor asegura, garantiza y pro-
mueve los derechos de la persona, lo que implica acudir a la norma 
más protectora y garantizadora de los derechos y la interpretación que 
mejor los asegure, garantice y los promueva.

El principio favor persona o pro homine se concreta también en  
la directriz “favor libertatis” que lleva a interpretar la norma en el sen-
tido más favorable a la libertad  y la eficacia y optimización jurídica  
de la norma, asimismo, inversamente, cuando se trata de normas  que  
tienen por objeto restringir o limitar el ejercicio de derechos, además de 
estar constitucionalmente justificadas y legalmente configuradas, ellas 
deben interpretarse en forma restringida y nunca analógicamente, ya 
que en la materia juega la fuerza expansiva de los derechos43. 

Asimismo, del principio “favor persona” o “pro homine”, se des-
prende también la directriz o principio “favor debilis” consistente en 
que “en la interpretación de situaciones que comprometen derechos 
en conflicto es menester considerar especialmente a la parte que, en 
su relación con la otra, se halla situada en inferioridad de condiciones 
o, dicho negativamente, no se encuentra realmente en pie de igualdad 
con otra” (44), de aquí surge el principio o directriz pro operario o pro 
trabajador en el ámbito laboral.

Expresiones del principio  favor persona o pro homine  en el de-
recho procesal constitucional está dado por el derecho a la tutela juris-
diccional efectiva o a la jurisdicción, favoreciendo el acceso a la justi-
cia, interpretándose las normas de manera de que se optimice el mayor 
grado posible la efectividad del derecho a la jurisdicción. Así ante una 
interpretación que restrinja el derecho a la acción y otra que lo posibi-

42 Corte IDH. Caso Barrios Altos Vs. Perú. (2001), párrafo N° 54.1.
43  Pérez Trems. Pablo. 2001.  “La interpretación de los Derechos Fundamentales”. En López 

Guerra, Luís (Coord). Estudios de Derecho Constitucional. Homenaje al prof. Joaquín Gar-
cía Morillo. Sevilla, Ed Tirant lo Blanch, p. 126.

44 Bidart Campos, Germán. 2001. “Las fuentes del derecho constitucional y el principio pro 
homine”. En Bidart Campos, Germán y Gil Domínguez, Andrés (Coord.). El derecho Cons-
titucional del siglo XXI. Diagnóstico y perspectivas, p. 18.
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lite, debe favorecerse aquella que lo posibilita frente a aquella que lo 
restringe o limita. 

En el ámbito procesal penal  este principio se concreta en el de-
recho y principio de presunción de inocencia45 y el principio indubio 
pro reo.

B) La interpretación restrictiva de los límites de los derechos
Respecto de  la interpretativa restringida de los límites, es posi-

ble señalar que la Convención de Viena (1969) dispone que uno de los 
elementos para interpretar los tratados lo constituye el fin y el objeto, 
(que en el caso de los tratados que nos ocupan apunta a la protección de 
los derechos humanos), como consecuencia la interpretación de dichos 
convenios siempre debe hacerse a favor del individuo. 

En esta perspectiva, los límites legítimos de las obligaciones del 
Estado deben de interpretarse de manera taxativa. Ello supone aplicar 
la norma o la interpretación más restrictiva al establecer regulaciones 
limitativas del ejercicio de los derechos de la persona, conservando y 
aplicando aquella interpretación que mejor protege el  o los derechos 
humanos. 

El equilibrio de la interpretación se obtiene orientándolo en el 
sentido más favorable al destinatario y respetando el principio de pro-
porcionalidad en la afectación de los derechos. 

Así ha manifestado la Comisión Interamericana en el caso sobre 
censura previa, al libro Inmunidad diplomática escrito por Francisco 
Martorell46, donde los peticionarios alegaron una violación al artículo 
13 de la CADH, que garantiza: “el derecho de buscar, recibir, y difundir 
informaciones de toda índole”47 a través de cualquier medio de su elec-
ción, garantizando de este modo, no solo la libertad de pensamiento, 
sino también reconociendo el derecho colectivo a estar informado, el 
derecho a réplica a expresarse y a que exista una diversidad de fuentes 
de información.

Como consecuencia de esta amplia interpretación del concepto 
de libertad de pensamiento y de expresión, se han contemplado limi-
taciones estrictas a las restricciones que pueden aplicarse a esos dere-
chos.  La Convención contiene normas generales que prevén las posibles 
restricciones a los derechos que garantiza.  Sin embargo, en el caso de la 

45 
46  Comisión IDH. Informe N° 11/96. Caso 11.230. (1996). 
47  Comisión IDH. Informe N° 11/96. Caso 11.230. (1996). 
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libertad de pensamiento y de expresión, estas normas deben interpretarse 
de acuerdo con los límites específicos establecidos por el artículo 13 de la 
Convención.48

El principio pro homine o favor persona implica la interpretación 
más restringida de las limitaciones impuestas al ejercicio de los derechos 
humanos. Sin embargo, todavía cabe preguntarnos si esta afirmación es 
suficiente para enfrentar una situación en la que exista una confronta-
ción entre el goce, ejercicio y/o exigibilidad de distintos derechos.

I - La resolución del eventual conflicto de derechos en cuanto 
principios: la ponderación.

El hecho de enfrentarnos a un presunto conflicto de derechos es 
jurídicamente posible debido a que las normas en contienda pueden 
clasificarse como principios, en contraposición de las reglas. 

De acuerdo con importantes autores como Robert Alexy, la dife-
rencia entre estas dos categorías radica, precisamente, en la forma de 
solución de los conflictos o colisiones que existan entre unas y otras. En 
palabras de este  autor, el punto decisivo para la distinción entre reglas 
y principios es que los principios son normas que ordenan que algo sea 
realizado en la mayor medida posible, dentro de las posibilidades jurí-
dicas y reales existentes […] Por lo tanto, los principios son mandatos 
de optimización […] que se caracterizan porque pueden cumplirse en 
diferente grado y que la medida debida de su cumplimiento no sólo 
depende de las posibilidades reales sino de las jurídicas. En el ámbito de 
las posibilidades jurídicas se determina por los principios y reglas opues-
tos […] En cambio, las reglas son normas que sólo pueden ser cumpli-
das o no […] Si una regla es válida, entonces debe hacerse exactamente 
lo que ella exige, no más ni menos. Por lo tanto, las reglas contienen 
determinaciones en el ámbito de lo fáctico y jurídicamente posible […]

[Así, u]n conflicto entre reglas sólo puede solucionarse mediante 
la introducción en una de las reglas de una cláusula de excepción que 
elimine el conflicto o mediante la declaración de que por lo menos una 
de las reglas es inválida […]. A diferencia de lo que sucede con el con-
cepto de validez social o de la importancia de una norma, el concepto 
de validez jurídica no es graduable. Una norma es válida jurídicamente 
o no lo es. Que una regla sea válida y sea aplicable a un caso, significa 
que su consecuencia jurídica también es válida. Más allá de la forma en 

48 Comisión IDH. Informe N° 11/96. Caso 11.230. (1996), párrafo 40
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que se fundamenten, debe excluirse la posibilidad de que sean válidos 
dos juicios concretos de deber ser, contradictorios entre sí […]

[En caso que se requiera determinar la invalidez de la regla, e]l 
problema puede solucionarse por medio de reglas tales como “lex pos-
terior derogat legi priori” y “lex specialis derogat legi generalis”, pero 
también es posible proceder de acuerdo a la importancia de la regla en 
el conflicto. Lo fundamental es que la decisión versa sobre la validez.

[En contraste con lo anterior, l]as colisiones de principios deben 
ser solucionadas de manera totalmente distinta. Cuando dos principios 
entran en colisión […] uno de los dos principios tiene que ceder ante 
el otro. Sin embargo, esto no significa declarar inválido al principio 
desplazado ni que en el principio desplazado haya que introducir una 
cláusula de excepción. Más bien, lo que sucede es que, bajo ciertas cir-
cunstancias, uno de los principios precede al otro. Bajo otras circuns-
tancias, la pregunta acerca de cuál es el principio que prevalece puede 
ser solucionada de manera inversa. Esto es lo que se quiere decir cuan-
do se afirma que en los casos concretos los principios tienen diferente 
peso y que prima el principio con mayor peso. Los conflictos de reglas 
tienen lugar en la dimensión de la validez, mientras que las colisiones 
de principios –como quiera que sólo pueden entrar en colisión princi-
pios válidos– tienen lugar más allá de la dimensión de la validez, en la 
dimensión del peso […]. 

Siendo entonces que la colisión de principios tiene una naturale-
za jurídica completamente distinta al conflicto de reglas, es lógico con-
cluir que la primera requiere criterios de solución específicos. Como 
claramente lo señala Alexy en su texto, los principios de temporalidad, 
especialidad o jerarquía no son aplicables en las colisiones de princi-
pios. Para solucionar este tipo de problemas, la doctrina constitucional 
nacional y comparada ha generado lo que se conoce como el ejercicio 
de ponderación.

La ponderación no se refiere a la interpretación de la norma se-
cundaria, sino que implica desentrañar el sentido de diversas normas 
constitucionales o internacionales – en el caso de los derechos huma-
nos– como paso previo para solucionar la colisión, con base en el peso 
específico de los derechos o intereses involucrados en el caso particu-
lar49.

49 Ver, Medellín Urquiaga, Ximena. 2013. Principio Pro Persona. Comisión de Derechos Hu-
manos Distrito Federal; Centro de Investigación Aplicada de Derechos Humanos;  Corte 
Suprema de Justicia de la Nación; Ofi cina del Alto Comisionado de Derechos Humanos de 
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La CIDH estableció que, para ser compatibles con el régimen 
internacional de protección de la persona, las restricciones al goce o 
ejercicio de los derechos reconocidos en la CADH deben: a) estar expre-
samente autorizadas por la Convención; b) responder a fines legítimos, 
es decir, “que obedezcan a ‘razones de interés general’” –finalidad váli-
da–; c) apegarse al “propósito para el cual han sido establecidas” –ido-
neidad o razonabilidad de la medida–, y d) estar establecidas por leyes 
en sentido formal. (50)

La CIDH ha precisado que atendiendo a la jurisprudencia de la 
Corte Europea de Derechos Humanos, es apropiado concluir que, al 
interpretar el término “necesarias” en el contexto de las restricciones 
autorizadas al derecho en comento, éste] sin ser sinónimo de “indispen-
sables”, implica la “existencia de una necesidad social imperiosa” y que 
para que una restricción sea “necesaria” no es suficiente demostrar que 
sea “útil”, “razonable” u “oportuna” […] Esta conclusión, que es igual-
mente aplicable a la Convención Americana, sugiere que la “necesidad” 
y, por ende, la legalidad de las restricciones a la libertad de expresión 
[…] dependerá de que estén orientadas a satisfacer un interés público 
imperativo [finalidad válida]. Entre varias opciones para alcanzar ese 
objetivo debe escogerse aquella que restrinja en menor escala el dere-
cho protegido. Dado este estándar, no es suficiente que se demuestre, 
por ejemplo, que la ley cumple un propósito útil u oportuno; para que 
sean compatibles con la Convención las restricciones deben justificarse 
según objetivos colectivos que, por su importancia, preponderen cla-
ramente sobre la necesidad social del pleno goce del derecho que el 
artículo 13 garantiza y no limiten más de lo estrictamente necesario el 
derecho proclamado en el artículo 13. Es decir, la restricción debe ser 
proporcionada al interés que la justifica y ajustarse estrechamente al 
logro de ese legítimo objetivo” 51

Por otra parte, debe señalarse que respecto del principio favor 
persona se aplica no sólo en relación con las normas sustantivas de 
los tratados de derechos humanos (es decir, las que contienen dispo-
siciones sobre los derechos protegidos), sino también en relación con 

Naciones Unidas en México; México D.F. Ver en 
http://www2.scjn.gob.mx/red/coordinacion/archivos_Principio%20pro%20persona.pdf
50 CIDH. La Expresión “Leyes” en el Artículo 30 de la Convención Americana sobre Dere-

chos Humanos, Opinión Consultiva oc-6/86 del 9 de mayo de 1986, serie A, núm. 6, párrafo 
18.

51 Corte idh, La Colegiación Obligatoria de Periodistas (Arts. 13 y 29 Convención Americana 
sobre Derechos Humanos), doc. cit., párrafo  46.
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las normas procesales que afectan a los mismos. Pues siempre se debe 
preferir aquella interpretación que mejor garantice un efecto útil, es 
decir, que sea una eficaz garantía de los derechos de las persona tanto 
en el ámbito sustantivo como procedimental.52.

Si bien los principios favor persona y de ponderación se refieren 
al tratamiento de las restricciones y limitaciones de los derechos , cabe  
preguntarse ¿Cuál es la diferencia entre el principio favor persona o pro 
homine y la ponderación de derechos?

Consideramos que el principio pro homine o favor persona per-
sona es un concepto  más amplio que la ponderación, ya que como he-
mos visto  no se circunscribe al tema de las restricciones a los derechos 
humanos. Dicho principio tiene un impacto directo en la forma en que 
debe construirse el contenido y alcance tanto de los derechos humanos 
como de las obligaciones estatales. El principio pro persona opera en la 
constitución del parámetro de control de actos de aplicación y normas 
secundarias, así como en el proceso de identificación de la interpreta-
ción más favorable de estas últimas. Asimismo, el principio pro persona 
ha sido considerado como un criterio de solución de antinomias, inclu-
so cuando éstas se presentan entre normas constitucionales e interna-
cionales de derechos humanos.

Además, la favorabilidad de los derechos de una persona sin nin-
guna otra consideración resultaría en un detrimento –probablemente 
desproporcionado, arbitrario o discriminatorio– de los derechos de un 
tercero. Por lo tanto,  la ponderación es el ejercicio normativo aplicable 
en este escenario.

Si tenemos en consideración el artículo 13 de la CADH sobre 
libertad de expresión, la cual establece:

Artículo 13: “1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensa-
miento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, 
recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin considera-
ción de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o 
artística,o por cualquier otro procedimiento de su elección.

 2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no 
puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, 
las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para 
asegurar: a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o 

52 Corte IDH. Caso la Masacre de Mapiripán vs Colombia. (2005). Párrafo 105
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b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o 
la moral públicas.

La libertad de pensamiento y expresión contiene, a su vez, los 
supuestos generales en los cuales su ejercicio podrá ser limitado, entre 
ellos: a) el respeto a los derechos de los terceros; b) la seguridad nacio-
nal; c) el orden público, y d) la salud o moral pública.  Sin embargo, la 
enunciación de estos conceptos no es suficiente para poder determinar 
si un acto específico de regulación implica una restricción despropor-
cional, arbitraria o discriminatoria del derecho en consideración.

Con estas bases, se puede proceder a analizar si la norma secun-
daria o el acto de aplicación concreto pueden ser tenidos como compa-
tibles con el reconocimiento constitucional e internacional de la liber-
tad de pensamiento y expresión. 

La ponderación no implica la interpretación de las normas que 
reconocen los derechos, aunque la primera es un paso previo indis-
pensable para la segunda. El proceso de construir el significado de las 
causas por las cuales se puede limitar el derecho es parte de la deter-
minación de su contenido y alcance, en este caso estamos frente a la 
interpretación con base en la cual se establece el propio parámetro de 
control. Este ejercicio es exclusivo del principio pro persona.

Sin embargo, al tratarse de una restricción autorizada, fundamen-
tada en los derechos de terceras personas, la interpretación inicial que 
ha de preceder al ejercicio de ponderación deberá sostener una lectura 
expansiva de todos los derechos en colisión, en cumplimiento del prin-
cipio pro persona. En estos casos, el énfasis estaría en identificar la 
idoneidad de la medida y la estricta proporcionalidad con la afectación 
del derecho en cuestión.

Cuando la restricción se fundamenta en un interés social, como 
la seguridad nacional o el orden público, entre otros, es posible sostener 
una interpretación restrictiva del concepto. Asimismo, se debe deter-
minar la idoneidad de la medida desde la perspectiva de una necesidad 
social imperiosa, tal como lo apunta en su jurisprudencia la CIDH.

Por otra parte, cabe señalar que no son objeto de ponderación los 
contenidos esenciales de un derecho fundamental, como por ejemplo 
la presunción de inocencia. Ninguna norma de derecho interno o inter-
nacional permite dar preferencia a los derechos de las víctimas frente 
a los derechos de la defensa en los procesos penales, aun cuando se 
encuentren involucrados menores de edad y deba protegerse su interés 
superior en la participación de los mismos.
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El principio pro homine o favor persona y la ponderación tienen 
un contenido propio y autónomo uno de la otra, también tienen una 
íntima relación. 

El principio  favor persona será, de inicio, el criterio aplicable al 
momento de analizar los derechos e intereses entre los cuales se ha pre-
sentado la colisión. Por su parte, la ponderación es el ejercicio adecuado 
para determinar la validez de una limitación establecida, en términos 
más concretos, por una norma secundaria o un acto de aplicación.

4.1.2. El principio pro homine o favor persona como preferencia de 
aplicación de la norma más protectora o favorable a los derechos de las 
personas

El segundo uso que tiene este principio, se refiere a la Preferen-
cia de normas, que a su vez tiene dos expresiones, la de a) Preferencia 
de la norma más protectora, y b) La de la  conservación de la norma 
más favorable.

A) Preferencia de la norma mas protectora de los derechos de las 
personas.

La preferencia normativa, aporta una solución práctica de gran 
importancia respeto al supuesto de colisión de normas, ya que desplaza 
la tradicional discusión del conflicto entre las normas de origen inter-
nacional y las de origen interno, superando con ello el debate doctrinal 
entre tradiciones monistas, dualistas o coordinadoras. Asimismo, ayuda 
a superar otro tradicional debate relacionado con la jerarquía de la nor-
mas, pues teniendo como fin último la protección de los derechos de 
la persona, lo que importa es la aplicación de la norma que mejor dé 
vigencia a los derechos humanos sin importar la posición que ocupe 
en el entramado jurídico53. Un  Ejemplo en tal sentido, lo constituye el 
Caso Ricardo Canese (2001):

181. Es preciso recordar que la Corte en diversas ocasio-
nes ha aplicado el principio de la norma más favorable 
para interpretar la Convención Americana, de manera 
que siempre se elija la alternativa más favorable para la 
tutela de los derechos protegidos por dicho tratado.  Se-
gún lo ha establecido este Tribunal, si a una situación 

53 Castilla, Karlos. (2011).
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son aplicables dos normas distintas, “debe prevalecer la 
norma más favorable a la persona humana”.

La Corte Interamericana ha entendido que el artículo 29 literal b) 
de la CADH expresamente obliga a un examen judicial que incorpore, 
al momento de determinar el alcance de los derechos, todas aquellas 
normas jurídicas, tanto nacionales como internacionales, que hayan 
reconocido un derecho de forma más extensa. En tal perspectiva, la 
CIDH se ha referido constantemente a diversos instrumentos interna-
cionales, ya sean regionales o universales, con el fin de dar sentido a los 
derechos reconocidos en la CADH, pero atendiendo a las circunstan-
cias específicas del caso. Véanse, por ejemplo, CIDH, Caso Las Palme-
ras vs. Colombia (Fondo), Sentencia del 6 de diciembre de 2001, serie 
C, núm. 90; CIDH, Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala (Fondo), 
Sentencia del 25 de noviembre de 2000, serie C, núm. 70 (alcance del 
derecho a la vida en situaciones de conflictos armados no internaciona-
les); CIDH, Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia (Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia del 1 de julio de 
2006, serie C, núm. 148 (prohibición del trabajo forzado u obligatorio); 
CIDH, Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica (Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia del 2 de julio de 2004, serie 
C, núm. 107 (relación entre la libertad de expresión y la sociedades de-
mocráticas); CIDH, Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales 
y otros) vs. Guatemala (Fondo), Sentencia del 19 de noviembre de 1999, 
serie C, núm. 63 (derechos específicos de los niños y niñas, menores de 
18 años); y CIDH, Caso Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay 
(Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia del 17 de junio de 2005, se-
rie C, núm. 125 (derecho a la propiedad comunal de los pueblos indíge-
nas), para solo señalar algunas sentencias en la materia.

Cuando el principio se manifiesta mediante la aplicación de la 
norma más protectora, permite al juez seleccionar de entre varias nor-
mas concurrentes o al menos de entre dos normas, aquella que su con-
tenido ofrezca una protección más favorable a la persona o aquella que 
contenga de manera más especializada la protección que se requiere 
para el individuo o víctima en relación con sus derechos humanos.54

El principio favor persona obliga al intérprete de la norma a optar 
por la interpretación que más favorezca a la persona, aun entre aquellas 
opciones que sean jurídica y fácticamente viables. En otras palabras, 

54  Castilla, Karlos. (2011)
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cuando el juzgador u órgano de decisión se enfrente ante dos o más in-
terpretaciones conformes con las normas constitucionales e internacio-
nales de derechos humanos, debe optar por aquella que más favorezca 
a la persona, a partir de las circunstancias específicas del caso.

El principio favor persona, como mandato de favorabilidad gene-
ral, no implica que se tenga que atender a la jerarquía de las normas al 
resolver un caso concreto, siempre y cuando se esté dentro de las posi-
bilidades jurídicas y fácticas del sistema –por ejemplo, que las normas 
con las que se resuelva un caso, cualquiera que sea su jerarquía, sean 
normas válidas y aplicables a éste.

El principio pro homine o favor persona persona implica la apli-
cación de la norma más favorable para la persona en el caso concre-
to, sin importar su naturaleza de derecho interno o internacional. Es 
imposible generar un criterio general en que se afirme que la norma 
internacional siempre será más protectora que cualquier norma nacio-
nal, ya sea constitucional o secundaria. De ser éstas las normas más 
protectoras, deberán aplicarse al caso concreto, aun frente a la norma 
internacional.

B) La aplicación de la norma más favorable a los derechos.

A su vez, cuando el principio se manifiesta mediante la conserva-
ción de la norma más favorable, se añade un elemento de temporalidad, 
ya que se trata de casos en los que una norma posterior puede dejar sin 
aplicación o  derogar una norma anterior, ya sea de manera expresa o 
tácita con el fin de proteger de mejor manera los derechos humanos.55

La aplicación del principio favor persona o pro homine no se pue-
de utilizar en forma absoluta, ya que  tiene un límite: la integridad 
del sistema. Así lo estableció la Corte en el Asunto Viviana Gallardo 
y otras (1983)56, donde afirma: “En consecuencia, el equilibrio de la 
interpretación se obtiene orientándola en el sentido más favorable al 
destinatario de la protección internacional, siempre que ello no impli-
que una alteración del sistema”.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha precisa-
do que se afecta la integridad y coherencia del sistema, si se amplía la 
protección de tal forma, que se considere a las personas jurídicas como 
sujetos de derechos humanos. 
55 Castilla, Karlos. (2011)
56 Corte IDH. Asunto Viviana Gallardo y otras. Costa Rica, (1983).
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Así queda asentado en la práctica de la Comisión Interamericana 
en cuanto a la interpretación del artículo 1.257 de la Convención en los 
Informes N° 10/91 del 22 de febrero de 1991  Banco de Lima – Perú, y 
N°39/99 del 11 de marzo de 1999 Mevopal S.A – Argentina. 

Que el Preámbulo de la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos así como las disposiciones del Artículo 1.2 proveen que 
‘para los propósitos de esta Convención, ‘persona’ significa todo ser 
humano’, y que por consiguiente, el sistema de personas naturales y 
no incluye personas jurídicas (…) consecuentemente, en el sistema in-
teramericano, el derecho a la propiedad es un derecho personal y la 
Comisión tiene atribuciones para proteger los derechos de un indivi-
duo cuya propiedad es confiscada, pero no tiene jurisdicción sobre los 
derechos de personas jurídicas, tales como compañías o, como en este 
caso, instituciones bancarias.58

De acuerdo al segundo párrafo de la norma transcrita, [artículo 1], 
la persona protegida por la Convención es ‘todo ser humano’ [....].  Por 
ello, la Comisión considera que la Convención otorga su protección a 
las personas físicas o naturales, excluyendo de su ámbito de aplicación a 
las personas jurídicas o ideales, por cuanto éstas son ficciones jurídicas 
sin existencia real en el orden material.59

5 LA ASEGURAMIENTO DE LA APLICACIÓN JURÍDICA 
DE LA INTERPRETACIÓN FAVOR PERSONA O PRO 
HOMINE MEDIANTE SU INCORPORACIÓN EN LAS 
CONSTITUCIONES LATINOAMERICANAS

Por otra parte, a partir de la última década del siglo pasado y los 
primeros años de la nueva centuria, las Constituciones han empezado a 
positivar en los textos constitucionales los postulados de interpretación 
básicos en materia de derechos humanos,  como son la interpretación 
conforme con el derecho internacional de los derechos humanos, el 
principio de  progresividad, el principio pro homine o favor persona, 
entre otras reglas de interpretación de derechos, lo que otorga directri-
ces precisas y seguras de interpretación a los jueces nacionales sobre 
la materia, aun cuando ellas operan como elementos básicos de toda 

57 Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos. 2. Para los efectos de esta Convención, 
persona es todo ser humano.

58 INFORME N° 10/91 (1991) 
59 INFORME N° 39/99 (1999).
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interpretación de derechos fundamentales aun cuando no se encuen-
tren positivadas en el texto constitucional respectivo, por la necesaria 
aplicación del artículo 29 de la CADH, que en todos los estados partes 
integra el derecho interno y es de preferente aplicación frente a las 
fuentes formales generadas internamente.

La Constitución del Perú de 1993, en su disposición cuarta transi-
toria dispone: “Las normas relativas a los derechos y a las libertades que 
la Constitución reconoce se interpretan de conformidad con la Decla-
ración Universal de Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos 
internacionales sobre las mismas materias ratificados por el Perú.”

La Constitución de Venezuela de 1999, en su artículo 23, determi-
na: “Los tratados, pactos y convenciones relativos a derechos humanos, 
suscritos y ratificados por Venezuela, tienen jerarquía constitucional y 
prevalecen en el orden interno, en la medida en que contengan normas 
sobre su goce y ejercicio más favorables a las establecidas por esta Cons-
titución y la ley de la República, y son de aplicación inmediata y directa 
por los tribunales y demás órganos del Poder Público.

La Constitución Ecuatoriana de 2008, en su artículo 417 prescri-
be que “en el caso de los tratados y otros instrumentos internacionales 
de derechos humanos se aplicarán los principios pro ser humano, no 
restricción de derechos, de aplicabilidad directa y de cláusula abierta 
establecidos en la Constitución.

La Constitución de Bolivia de 2009, en su artículo 13.IV. deter-
mina que “los tratados y convenios internacionales ratificados por la 
Asamblea Legislativa Plurinacional, que reconocen los derechos huma-
nos y que prohíben su limitación en los Estados de Excepción preva-
lecen en el orden interno. Los derechos y deberes consagrados en esta 
Constitución se interpretarán de conformidad con los Tratados interna-
cionales de derechos humanos ratificados por Bolivia”.

La Constitución de República Dominicana de 2010, en su artícu-
lo 74, numeral 3º, determina: “Los poderes públicos interpretan y apli-
can las normativas relativas a los derechos fundamentales y sus garan-
tías, en el sentido más favorable a la persona titular de los mismos y, en 
caso de conflicto entre derechos fundamentales, procurarán armonizar 
los bienes e intereses protegidos por esta Constitución”.

La reforma constitucional de México de 2011 en el artículo 1º, in-
cisos 2º y 3º de la Constitución, precisa: “Las normas relativas a los dere-
chos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución 
y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo 
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tiempo a las personas la protección más amplia. Todas las autoridades, 
en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad 
con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los tér-
minos que establezca la ley”. 
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